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LIBRO II. Las telecomunicaciones ➦

TÍTULO I. Disposiciones generales ➦

CAPÍTULO I: Definiciones y principios ➦

Artículo L32

(Art. 1 y 2 de la Ley nº 90-1170 de 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial de 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 1 de la Ley nº 96-659 de 26 de julio de 1996, Boletín Oficial de 27 de julio de 1996)

(Art. 20 de la Orden nº 2001-670 de 25 de julio de 2001, Boletín Oficial de 28 de julio de
2001)

1.
Telecomunicación.

Se entiende por telecomunicación toda transmisión, emisión o recepción de signos,
señales, textos, imágenes, sonidos o información de cualquier naturaleza por hilo,
óptica, radioelectricidad u otros sistemas electromagnéticos.

2.
Red de telecomunicaciones.
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Se entiende por red de telecomunicaciones toda instalación o todo conjunto de
instalaciones que garanticen o bien la transmisión, o bien la transmisión y el
encaminamiento de señales de telecomunicaciones, así como el intercambio de la
información de dirección y de gestión asociada, entre los puntos de terminación de
esta red.

3.
Red abierta al público.

Se entiende por red abierta al público toda red de telecomunicaciones establecida o
utilizada para la prestación al público de servicios de telecomunicaciones.

3º bis Puntos de terminación de una red.

Se entiende por puntos de terminación de una red los puntos físicos por los cuales
acceden los usuarios a una red de telecomunicaciones abierta al público. Estos
puntos de conexión forman parte de la red.

4.
Red independiente.

Se entiende por red independiente una red de telecomunicaciones reservada a un
uso privado o compartido.

Una red independiente estará destinada:

•
al uso privado cuando esté reservada al uso de la persona física o jurídica que
la establece;

•
al uso compartido cuando esté reservada al uso de varias personas físicas o
jurídicas constituidas en uno o varios grupos cerrados de usuarios con el fin de
intercambiar comunicaciones internas en el seno de un mismo grupo.

5.
Red interna.

Se entiende por red interna una red independiente completamente establecida en una
misma propiedad, sin servirse del dominio público, incluido el hertziano, ni de la
propiedad de un tercero.

6.
Servicios de telecomunicaciones.

Se entiende por servicios de telecomunicaciones todas las prestaciones que incluyan
la transmisión o el encaminamiento de señales o una combinación de estas funciones
por medio de procedimientos de telecomunicación. No están contemplados los
servicios de comunicación audiovisual, en la medida en que estén regulados por la
Ley nº 86-1067 del 30 de septiembre de 1986 anteriormente mencionada.

7.
Servicio telefónico al público.

Se entiende por servicio telefónico al público la explotación comercial para el público
de la transmisión directa de la voz en tiempo real al origen y al destino de las redes
conmutadas abiertas al público entre usuarios fijos o móviles.

8.
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Servicio de télex.

Se entiende por servicio de télex la explotación comercial de la trasmisión directa en
tiempo real mediante intercambio de señales de naturaleza telegráfica, de mensajes
dactilografiados entre usuarios conectados a los puntos de terminación de una red de
telecomunicaciones.

9.
Interconexión.

Se entiende por interconexión las prestaciones recíprocas ofrecidas por dos
explotadores de redes abiertas al público que permiten al conjunto de los usuarios
comunicarse libremente entre ellos, sea cual sea la red a la que estén conectados o
los servicios que utilicen.

Asimismo, se entiende por interconexión las prestaciones de acceso a la red
ofrecidas con el mismo objeto por un explotador de red abierta al público a un
suministrador de servicios telefónico al público.

10.
Equipo terminal.

Se entiende por equipo terminal todo equipo destinado a estar conectado directa o
indirectamente con un punto de terminación de una red con el fin de la transmisión,
del tratamiento o de la recepción de información. No están contemplados los equipos
que permitan acceder a servicios de comunicación audiovisual difundidos por medio
de las ondas hertzianas o difundidos por cable, salvo en el caso en el que permitan
acceder asimismo a servicios de telecomunicaciones.

11.
Red, instalación o equipo radioeléctrico.

Una red, una instalación o un equipo se califican como radioeléctricos cuando utilizan
frecuencias radioeléctricas para la propagación de las ondas en el espacio libre. Ente
las redes radioeléctricas figuran especialmente las redes que utilizan la capacidad de
los satélites;

12.
Exigencias esenciales.

Se entiende por exigencias esenciales las exigencias necesarias para garantizar para
el interés general la salud y la seguridad de las personas, la compatibilidad
electromagnética entre los equipos y las instalaciones de telecomunicaciones y, en su
caso, una buena utilización del espectro de las frecuencias radioeléctricas evitando
las interferencias perjudiciales para terceros. Las exigencias esenciales implican
asimismo, en los casos justificados, la protección de las redes y especialmente de los
intercambios de información de dirección y gestión asociados, la interoperabilidad de
los servicios y la de los equipos terminales, la protección de los datos, la protección
del medio ambiente y la consideración de las restricciones urbanísticas y de los
equipos radioeléctricos con dispositivos que impidan el fraude, aseguran el acceso a
los servicios de emergencia y facilitando su utilización por parte de las personas
discapacitadas.

Se entiende por interoperabilidad de los equipos terminales la aptitud de estos
equipos para funcionar, de un lado, con la red y, de otro lado, con los demás equipos
terminales.
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Un decreto definirá los valores límites que no deberán sobrepasar los campos
electromagnéticos emitidos por los equipos utilizados en las redes de
telecomunicaciones o para las instalaciones mencionadas en el artículo L33-3 cuando
el público esté expuesto a ellas.

13.
Explotador público.

Se entiende por explotador público la persona jurídica de derecho público cuya misión
está definida en el Artículo 3 de la Ley nº 90-568 de 2 de julio de 1990 relativa a la
organización del servicio público de correos y telecomunicaciones.

14.
Red pública.

Se entiende por red pública el conjunto de las redes de telecomunicaciones
establecidas o utilizadas por el explotador público para las necesidades del público.

15.
Operador.

Se entiende por operador toda persona física o jurídica que explote una red de
telecomunicaciones abierta al público o que preste al público un servicio de
telecomunicaciones.

Artículo L32-1

(Art. 1 y 2 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 2 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 14 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)

I.
En las condiciones previstas en lo dispuesto en la presente ley:

1.
Las actividades de telecomunicaciones se ejercerán libremente, con respeto a
las autorizaciones y declaraciones previstas en el Capítulo II, que serán
expedidas o verificadas en condiciones objetivas, transparentes, no
discriminatorias y proporcionadas a los objetivos perseguidos;

2.
Estarán garantizados el mantenimiento y el desarrollo del servicio público de las
telecomunicaciones definido en el Capítulo III, que incluirá especialmente el
derecho de todos a beneficiarse del servicio universal de las
telecomunicaciones;

3.
La función de regulación del sector de las telecomunicaciones será
independiente de la explotación de las redes y de la prestación de los servicios
de telecomunicaciones. Se ejercerá en nombre del Estado en las condiciones
previstas en el Capítulo IV por el Ministro de Telecomunicaciones y por la
Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones.

II.
El Ministro de Telecomunicaciones y la Autoridad de Regulación de las
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Telecomunicaciones velarán, en el marco de sus atribuciones respectivas:

1.
Por el suministro y la financiación del conjunto de los componentes del servicio
público de las telecomunicaciones;

2.
Por el ejercicio en beneficio de los usuarios de una competencia efectiva y leal
entre los explotadores de red y los prestadores de servicios de
telecomunicaciones;

3.
Por el desarrollo del empleo, la innovación y la competitividad en el sector de las
telecomunicaciones;

4.
Por la definición de las condiciones de acceso a las redes abiertas al público y
de interconexión de estas redes que garanticen la posibilidad para todos los
usuarios de comunicar libremente y la igualdad de las condiciones de la
competencia;

5.
Por el respeto por parte de los operadores de telecomunicaciones del secreto
de la correspondencia y del principio de neutralidad con respecto al contenido
de los mensajes transmitidos;

6.
Por el respeto por parte de los explotadores de red y los prestadores de
servicios de telecomunicaciones de las obligaciones de defensa y de seguridad
pública;

7.
Por la toma en consideración del interés de los territorios y de los usuarios en el
acceso a los servicios y a los equipos;

8.
Por el desarrollo de la utilización compartida entre operadores de las
instalaciones mencionadas en los artículos L47 y L48.

Artículo L32-2

(Art. 1 y 2 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 3 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

La Comisión Superior del Servicio Público de Correos y Telecomunicaciones, en el marco
de sus objetivos definidos en el artículo 35 de la Ley nº 90-568 de 2 de julio de 1990
relativa a la organización del sector público de correos y telecomunicaciones, velará por la
evolución equilibrada del sector de las telecomunicaciones. Velará asimismo por el respeto
a los principios del servicio público y especialmente del servicio universal en el sector de
las telecomunicaciones. Aparte de los dictámenes, recomendaciones y sugerencias que
dirija al Ministerio en los ámbitos de su competencia, podrá ser consultada por la Autoridad
de Regulación de las Telecomunicaciones y por las comisiones permanentes de la
Asamblea Nacional y del Senado acerca de las cuestiones que se refieran a sus
competencias específicas en materia de telecomunicaciones. Podrá someter a la Autoridad
de Regulación de las Telecomunicaciones las cuestiones relativas a la competencia de
esta Autoridad en materia de control y de sanción del respeto por parte de los operadores
de las obligaciones de servicio público y servicio universal que se deriven de las
disposiciones legislativas y reglamentarias que les sean aplicables en virtud de la presente
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ley y de las autorizaciones de las que se benefician.

En este concepto, podrá especialmente emitir un dictamen sobre las condiciones y criterios
de autorización de las redes y servicios mencionados en los artículos L33-1, L33-2, L34-1,
L34-2, L34-3 y L34-4.

Asimismo, podrá sugerir las modificaciones de carácter legislativo y reglamentario que le
parezca como necesarias en razón de la evolución tecnológica, económica y social de las
actividades de las telecomunicaciones.

Dirigirá recomendaciones al Gobierno para el ejercicio de una competencia leal en las
actividades de telecomunicaciones.

Elaborará un informe anual que será entregado al Parlamento y al Primer Ministro. Este
informe incluirá obligatoriamente un capítulo dedicado a la evolución del servicio universal
de las telecomunicaciones, así como un capítulo sobre la puesta en práctica de los
objetivos de interés general definidos en el tercer apartado del artículo L35-6. Se elaborará
después de que la Comisión Superior del Servicio Público de Correos y
Telecomunicaciones haya tenido conocimiento del informe anual de la Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones.

Artículo L32-3

(introducido por los art. 1 y 2 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín
Oficial del 30 de diciembre de 1990)

El explotador público, las personas autorizadas a establecer una red abierta al público y los
prestadores de servicios de telecomunicaciones, así como los miembros de su personal
estarán obligados a respetar el secreto de la correspondencia.

Artículo L32-3-1

(Art. 29 de la Ley nº 2001-1062 del 15 de noviembre de 2001, Boletín Oficial del 16 de
noviembre de 2001)

(Art. 20 de la Ley nº 2003-239 del 18 de marzo de 2003, Boletín Oficial del 19 de marzo de
2003)

I.
Los operadores de telecomunicaciones y especialmente los mencionados en el
artículo 43-7 de la Ley nº 86-1067 de 30 de septiembre de 1986 anteriormente citada
estarán obligados a eliminar o a asegurar el carácter anónimo de todo dato relativo a
una comunicación a partir del momento en que ésta haya sido concluida, con la
reserva de lo dispuesto en los apartados II, III y IV.

II.
Para las necesidades de la investigación, la constatación y la persecución de las
infracciones penales y con el único fin de posibilitar, en la medida en que esto sea
necesario, que ciertas informaciones se pongan a disposición de la autoridad judicial ,
podrán ser aplazadas por un período máximo de un año las operaciones
encaminadas a eliminar o mantener en el anonimato determinadas categorías de
datos técnicos. Un decreto del Conseil d'Etat, aprobado previo dictamen de la
Comisión Nacional de la Informática y las Libertades, establecerá, dentro de los
límites fijados en el apartado IV, estas categorías de datos y la duración de su
conservación, según la actividad de los operadores y la naturaleza de las
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comunicaciones, así como las modalidades de compensación, en su caso, de los
gastos extra identificables y específicos de las prestaciones garantizadas en este
concepto, a petición del Estado, por parte de los operadores.

III.
Para las necesidades de la facturación y del pago de las prestaciones de
telecomunicaciones, los operadores podrán, hasta el final del período en el transcurso
del cual la factura podrá ser objeto de reclamación legal o las acciones podrán ser
entabladas para conseguir su pago, utilizar, conservar y, en su caso, transmitir a
terceros afectados directamente por la facturación o el cobro de la factura las
categorías de datos técnicos que se determinen, dentro de los límites establecidos en
el apartado IV, según la actividad de los operadores y la naturaleza de la
comunicación, mediante decreto del Conseil d'Etat aprobado previo dictamen de la
Comisión Nacional de la Informática y las Libertades.

Asimismo, los operadores podrán llevar a cabo un tratamiento de estos datos con el
fin de comercializar sus propios servicios de telecomunicaciones, si los usuarios dan
su consentimiento expreso al respecto y para un periodo de tiempo determinado. Este
periodo no podrá ser superior, en ningún caso, al período correspondiente a las
relaciones contractuales entre el usuario y el operador. Asimismo, podrán conservar
determinados datos con el fin de garantizar la seguridad de sus redes.

IV.
Los datos conservados y tratados en las condiciones establecidas en los apartados II
y III se refieren exclusivamente a la identificación de las personas que hagan uso de
los servicios prestados por los operadores y a las características técnicas de las
comunicaciones garantizadas por estos últimos.

En ningún caso se podrán referir al contenido de la correspondencia intercambiada o
de la información consultada, bajo la forma que sea, dentro del marco de estas
comunicaciones.

La conservación y el tratamiento de estos datos se efectúan respetando lo dispuesto
en la Ley nº 78-17 de 6 de enero de 1978 relativa a la informática, los archivos y las
libertades.

Los operadores adoptarán todas las medidas para impedir una utilización de estos
datos con fines distintos a los previstos en el presente artículo.

Artículo L32-3-2

(introducido por el art. 29 de la Ley nº 2001-1062 del 15 de noviembre de 2001, Boletín
Oficial del 16 de noviembre de 2001)

Se obtendrá la prescripción en beneficio de los operadores mencionados en los artículos
L33-1, L34- y L34-2 para todas las solicitudes de devolución del precio de sus prestaciones
de telecomunicaciones presentadas después de un plazo de un año a partir del día del
pago.

Se obtendrá la prescripción en beneficio del usuario por las cantidades debidas en pago de
las prestaciones de telecomunicaciones de un operador que pertenezca a las categorías
contempladas en el apartado anterior cuando éste no las hubiera reclamado en un plazo
de un año natural a contar desde la fecha de su vencimiento.

Artículo L32-3-3
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(introducido por el art. 71 de la Ley nº 2001-1062 del15 de noviembre de 2001, Boletín
Oficial del 16 de noviembre de 2001)

Lo dispuesto en los artículos L32-3-1 y L32-3-2 será aplicable en Nueva Caledonia, la
Polinesia Francesa y las islas Wallis y Futuna.

Artículo L32-4

(Art. 1 y 2 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 5 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

Para el cumplimiento de su cometido, el Ministro de Telecomunicaciones y el Presidente de
la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones podrán:

1.
Obtener de las personas físicas o jurídicas que exploten redes de telecomunicaciones
o que presten servicios de telecomunicaciones la información o los documentos
necesarios para asegurar el respeto por parte de estas personas de los principios
definidos en los artículos L32-1 y L32-3, así como de las obligaciones que les
impongan los textos legislativos o reglamentarios o la autorización que se les haya
expedido;

2.
Proceder a investigaciones respecto a dichas personas físicas o jurídicas; nombrar a
los funcionarios de las administraciones del Estado facultados a tal efecto en las
condiciones previstas en el artículo L40.

El Ministro de Telecomunicaciones y el Presidente de la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones velarán para que no se divulgue la información recopilada en
aplicación del presente artículo cuando esté protegida por el secreto contemplado en el
artículo 6 de la Ley nº 78-753 de 17 de julio de 1978 que incluye diversas medidas de
mejora de las relaciones entre la Administración y el público y diversas disposiciones de
carácter administrativo, laboral y tributario.

Artículo L32-5

(Introducido por el Art. 72 I de la Ley nº 2003-239 del 18 de marzo de 2003, Boletín Oficial
del 19 de marzo de 2003 en vigor el 1° de enero de 2004)

Los operadores que exploten una red radioeléctrica de comunicación abierta al público o
que presten servicios de radiocomunicación al público tendrán la obligación de implantar
los dispositivos técnicos destinados a impedir el acceso a sus redes o servicios de toda
comunicación emitida por terminales móviles que hayan sido identificados y declarados
como robados.

No obstante, el oficial de la policía judicial podrá requerir, previo consentimiento del Fiscal
de la República o del Juez de instrucción, que los operadores no apliquen lo dispuesto en
el primer apartado.

NOTA: Ley 2003-239 2003-03-18 art. 72 II: Las presentes disposiciones entrarán en vigor
el 1° de enero de 2004 en el territorio metropolitano. Cuando proceda, las condiciones de
aplicación serán determinadas por decreto del Conseil d’Etat.
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Artículo L32-6

(introducido por el Art. 126 I 2° de la Ley nº 2003-239 del 18 de marzo de 2003, Boletín
Oficial del 19 de marzo de 2003)

Lo dispuesto en los artículos L32-3-1, L32-3-2 y L. 32-5 será aplicable en Nueva Caledonia,
la Polinesia Francesa y las islas Wallis y Futuna.

CAPÍTULO II. Régimen jurídico ➦

SECCIÓN I: Redes ➦

Artículo L33

(Art. 82 de la Ley nº 86-1067 de 30 de septiembre de 1986, Boletín Oficial de 1 de octubre
de 1986)

(Art. 1, 3 y 4 de la Ley nº 90-1170 de 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial de 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 de 26 de julio de 1996, Boletín Oficial de 27 de julio de 1996)

Las redes de telecomunicaciones se establecerán en las condiciones determinadas en la
presente sección.

No estarán afectados por la presente sección:

1.
Las instalaciones del Estado establecidas para las necesidades de la defensa
nacional o de la seguridad pública o que utilicen bandas de frecuencia o frecuencias
atribuidas por el Primer Ministro a una administración para las necesidades propias
de ésta, en aplicación del artículo 21 de la Ley nº 86-1067 de 30 de septiembre de
1986 relativa a la libertad de comunicación;

2.
Las instalaciones mencionadas en los artículos 10 y 34 de la misma ley. Aquéllas de
entre dichas instalaciones que sean utilizadas para ofrecer al público servicios de
telecomunicaciones estarán sujetas a lo dispuesto en la presente ley aplicable a la
explotación de las redes abiertas al público tan sólo en la medida necesaria relativa a
sus servicios de telecomunicaciones.

Artículo L33-1

(Art. 1, 3 y 4 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 1 de la Ley nº 93-1420 del 31 de diciembre de 1993, Boletín Oficial del 1° de enero de
1994)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 8, art. 21, art. 28 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del
28 de julio de 2001)
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(Art. 16 de la Ley nº 2002-1576 del 30 de diciembre de 2002, Boletín Oficial del 31 de
diciembre de 2002 en vigor el 1° de enero de 2003)

I.
El establecimiento y la explotación de las redes abiertas al público serán autorizados
por el Ministro de Telecomunicaciones.

Esta autorización solamente podrá ser denegada en la medida requerida para la
salvaguardia del orden público o de las necesidades de la defensa o de la seguridad
pública, por las limitaciones técnicas inherentes a la disponibilidad de las frecuencias,
o cuando el solicitante no tuviera la capacidad técnica o financiera para hacer frente
de forma perdurable a las obligaciones que deriven de las condiciones de ejercicio de
su actividad, o haya sido objeto de una de las sanciones mencionadas en los
artículos L36-11, L39, L39-1, L39-2 y L39-4.

La autorización estará sujeta a la aplicación de las normas contenidas en un pliego de
condiciones y que se refiera a:

a.
La naturaleza, las características, la zona de cobertura y el calendario de
despliegue de la red;

b.
Las condiciones de permanencia, calidad y disponibilidad de la red, así como
los modos de acceso, especialmente por medio de las cabinas establecidas en
la vía pública;

c.
Las condiciones de confidencialidad y neutralidad respecto a los mensajes
transmitidos y la información vinculada a las comunicaciones;

d.
Las normas y especificaciones de la red y de los servicios, especialmente las
europeas, si fuere el caso;

e.
Las prescripciones exigidas por la protección de la salud y del medio ambiente y
por los objetivos de ordenación del territorio y de urbanismo, que incluyan, en su
caso, las condiciones de ocupación del dominio público y las modalidades para
compartir las infraestructuras;

f.
Las prescripciones exigidas por la defensa y la seguridad públicas;

g.
La contribución del explotador a la investigación y a la formación en materia de
telecomunicaciones;

h.
La utilización de las frecuencias asignadas y los cánones pagaderos por este
concepto, así como por los gastos de su gestión y control;

i.
La asignación de números y de bloques de números, los cánones pagaderos
por los gastos de la gestión del plan de numeración y de su control, en las
condiciones del artículo L34-10;

j.
Las obligaciones del titular por concepto del servicio universal en las
condiciones previstas en los artículos L35-2 y L35-3 y por concepto de los
servicios obligatorios definidos en el artículo 35-5;

k.
El suministro de la información necesaria para la elaboración y el mantenimiento
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de la lista prevista en el artículo L35-4;

l.
Los derechos y obligaciones del explotador en materia de interconexión;

m.
Las condiciones necesarias para asegurar una competencia leal;

n.
Las condiciones necesarias para asegurar la equivalencia de trato de los
operadores internacionales de conformidad con lo dispuesto en los apartados III
y IV;

o.
Las condiciones necesarias para asegurar la interoperabilidad de los servicios;

p.
Las obligaciones que derivan para el explotador para permitir el control del
pliego de condiciones por parte de la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones;

q.
Las tasas pagaderas por el explotador por razón de la expedición, la gestión y el
control de la autorización, dentro de los límites de los gastos administrativos
relativos a estas operaciones;

r.
La igualdad de trato y la información de los usuarios, especialmente sobre las
condiciones contractuales de prestación del servicio, incluyendo en particular las
compensaciones previstas para el consumidor en caso de incumplimiento de las
exigencias de calidad contempladas en el apartado b.

La autorización se expedirá por un periodo de quince años. Al menos dos años antes
de la fecha de expiración, el Ministro notificará al titular las condiciones de renovación
de la autorización y los motivos de una denegación de la renovación. En los casos de
establecimiento o de explotación de redes experimentales, de modificación o de
adaptación de la autorización o cuando el solicitante lo proponga, la autorización
podrá expedirse por un periodo inferior a quince años; el pliego de condiciones
precisará entonces el plazo mínimo en el que se notificará al titular las condiciones de
renovación de la autorización y los motivos de una denegación de la renovación.

A.
Un decreto, aprobado previo dictamen de la Comisión Superior del Servicio
Público de Correos y Telecomunicaciones, precisará aquéllas de entre las
cláusulas arriba enumeradas que deberán conformarse a las cláusulas tipo cuyo
contenido determinará.

Las disposiciones del proyecto de decreto relativas a la cláusula mencionada en
el apartado m) serán sometidas al dictamen del Consejo de la Competencia.

B.
Para los servicios de comunicación electrónica que utilicen antenas parabólicas
bidireccionales de una potencia de transmisión inferior o igual a 2 watts, los
cánones de puesta a disposición y de gestión de las frecuencias radioeléctricas
pagaderos por los explotadores de redes de telecomunicaciones por satélite
abiertas al público serán determinados respectivamente sobre una base global
metropolitana o regional, por decreto aprobado previo dictamen de la Autoridad
de Regulación de las Telecomunicaciones.

II.
Los operadores que obtuvieran un volumen de negocios anual en el mercado de las
telecomunicaciones superior a un nivel fijado mediante acuerdo de los Ministros de
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Telecomunicaciones y de Economía estarán obligados a individualizar en su
contabilidad la actividad autorizada.

Asimismo, cuando dispusieran en un sector de actividad distinto de las
telecomunicaciones de un monopolio o de una posición dominante determinada
previo dictamen del Consejo de la Competencia y las infraestructuras utilizadas
pudieran separarse físicamente, estarán obligados en interés del buen ejercicio de la
competencia a individualizar esta actividad en el plano jurídico.

Los operadores inscritos en la lista elaborada en aplicación del apartado 7° del
artículo 36-7 en lo que se refiere a una zona geográfica dada, y que tuvieran en dicha
zona derechos exclusivos o se beneficiaran de derechos particulares para la
explotación de redes que distribuyan por cable servicios de radiodifusión sonora y de
televisión estarán obligados a explotar esta última actividad bajo la forma de una
persona jurídica distinta.

III.
Bajo la reserva de los compromisos internacionales adquiridos por Francia que
incluyan una cláusula de reciprocidad aplicable al sector de las telecomunicaciones,
la autorización mencionada en el presente artículo, cuando afectara a una red que
utiliza frecuencias radioeléctricas, no podrá concederse a una sociedad en la que
más del 20% del capital social o de los derechos de voto estuvieran en poder directa
o indirectamente de personas de nacionalidad extranjera.

Asimismo, ninguna persona de nacionalidad extranjera podrá proceder a una
adquisición que tuviera como efecto elevar directa o indirectamente la participación
en poder de personas de nacionalidad extranjera a más del 20% del capital social o
de los derechos de voto en las Juntas Generales de una sociedad titular de dicha
autorización.

Se considerará como persona de nacionalidad extranjera para la aplicación del
presente artículo a toda persona física de nacionalidad extranjera, a toda sociedad
cuya mayoría del capital no estuviera en poder directa o indirectamente de personas
físicas o jurídicas de nacionalidad francesa.

Lo dispuesto en el presente apartado no será aplicable a las personas físicas o
jurídicas que sean nacionales de un Estado miembro de la Comunidad Europea o de
un Estado parte en el Acuerdo del Espacio Económico Europeo.

IV.
Bajo la reserva de los compromisos internacionales adquiridos por Francia, el Ministro
de Telecomunicaciones y la Autoridad de la Regulación de las Telecomunicaciones
velarán por que se garantice la igualdad de trato de los operadores autorizados a
encaminar el tráfico internacional con origen o destino en redes abiertas al público
francés, especialmente en lo que se refiere a las condiciones de interconexión a las
redes francesas y extranjeras a las que solicitaran acceso.

Bajo la misma reserva, velarán asimismo por que los operadores de países no
pertenecientes a la Comunidad Europea garanticen derechos comparables a los
operadores autorizados en aplicación del presente artículo y del artículo L34-1,
especialmente en materia de interconexión, a aquéllos de los que se beneficien en el
territorio nacional, en aplicación de la presente ley.

V.
El número de autorizaciones podrá estar limitado en razón de las limitaciones
técnicas inherentes a la disponibilidad de las frecuencias.
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En este caso, el Ministro de Telecomunicaciones publicará, a propuesta de la
Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones, las modalidades y las
condiciones de atribución de las autorizaciones.

La asignación de las frecuencias deberá permitir en todos los casos que se
garanticen las condiciones de una competencia efectiva.

Artículo L33-2

(Art. 1, 3 y 4 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 8, art. 9 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio
de 2001)

El establecimiento de redes independientes diferentes de las mencionadas en el artículo
L33-3 será autorizado por la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones.

Un decreto, aprobado previo dictamen de la Comisión Superior del Servicio Público de
Correos y Telecomunicaciones, determinará las condiciones generales de establecimiento
y explotación de estas redes en lo que se refiere a las exigencias esenciales, las
prescripciones relativas a la seguridad pública y a la defensa y las modalidades de
implantación de la red que deberán respetar los explotadores. Precisará las condiciones en
las que éstos, así como los mencionados en el artículo L33-3, podrán estar conectados a
una red abierta al público sin permitir el intercambio de comunicaciones entre personas
distintas de aquéllas a las que esté reservado el uso de la red.

La autorización solamente podrá ser denegada en caso de incumplimiento de una de las
condiciones generales de establecimiento definidas en el decreto mencionado en el párrafo
anterior o de una de las condiciones de establecimiento fijadas por la Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones de conformidad con lo dispuesto en el artículo
L36-6. A falta de decisión expresa dentro un plazo fijado por el decreto mencionado en el
párrafo anterior y salvo en el caso mencionado en el párrafo siguiente, se considerará
concedida.

Cuando afecte a una red que utiliza frecuencias asignadas a su explotador, la autorización
deberá ser expresa. Irá acompañada de un pliego de condiciones relativas a las
prescripciones mencionadas en la letra h) del apartado I del artículo 33-1 y que precise las
obligaciones que incumben al titular en aplicación del decreto previsto en el segundo
párrafo del presente artículo.

Un explotador de red independiente no podrá conferir a su red el carácter de red abierta al
público sin autorización previa expedida en las condiciones previstas en el artículo L.33-1.
En su defecto, el explotador podrá ser sancionado en las condiciones previstas en los
artículos L36-11 y L39.

El explotador pagará las tasas debidas por razón de la expedición, la gestión y el control de
la autorización, dentro de los límites de los gastos administrativos inherentes a estas
operaciones.

Artículo L33-3
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(Art. 1, 3 y 4 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 26 de la Ley nº 2001-624 del 17 de julio de 2001, Boletín Oficial del 18 de julio de
2001)

(Art. 47 de la Ley nº 2002-1138 del 9 de septiembre de 2002, Boletín Oficial del 10 de
septiembre de 2002)

Bajo la reserva de su conformidad con lo dispuesto en la presente ley, se establecerán
libremente:

1.
Las redes internas;

2.
Las cabinas telefónicas fuera de la vía pública;

3.
Las redes independientes de proximidad, diferentes de las radioeléctricas, con una
longitud inferior a un nivel fijado por el Ministro de Telecomunicaciones;

4.
Las instalaciones radioeléctricas de baja potencia y de alcance reducido cuyas
categorías serán determinadas conjuntamente por los Ministros de
Telecomunicaciones, de Defensa y de Interior;

5.
Las instalaciones radioeléctricas que no utilicen frecuencias específicamente
asignadas a su usuario.

6.
Las instalaciones radioeléctricas que permitan que los teléfonos móviles queden
inoperativos tanto para la recepción como para la emisión en el interior de salas de
espectáculos.

Las salas de espectáculos son todos los lugares cuya disposición específica esté
destinada a permitir la representación o la difusión al público de una obra de creación.

7.
Las instalaciones radioeléctricas que permitan que los aparatos de telecomunicación
móviles de todo tipo queden inoperativos tanto para la recepción como para la
emisión en el interior de establecimientos penitenciarios.

Las condiciones de utilización de las instalaciones radioeléctricas arriba mencionadas, con
excepción de las previstas en el apartado 7°, se determinarán en el artículo L36-6.

Artículo L33-4

(Art. 1, 3 y 4 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 17 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)
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La publicación de las listas de abonados o usuarios de las redes o servicios de
telecomunicaciones será libre, bajo la reserva de la protección de los derechos de las
personas afectadas.

Entre los derechos garantizados figura el de toda persona a ser mencionada en las listas
de abonados o usuarios publicadas o a petición suya, el de no aparecer mencionada, de
oponerse a la inclusión de la dirección completa de su domicilio en estas listas, de prohibir
que la información nominativa que le afecte sea utilizada en las operaciones comerciales,
así como de poder obtener comunicación de dicha información nominativa y de exigir que
esa información sea rectificada, completada, aclarada, actualizada o eliminada en las
condiciones previstas en los artículos 35 y 36 de la Ley nº 78-17 del 6 de enero de 1978
relativa a la informática, los registros y las libertades.

Tras cualquier solicitud presentada con el fin de que se edite un anuario universal o de que
se preste un servicio universal de información, incluso limitado a una zona geográfica
determinada, los operadores estarán obligados a comunicar, en condiciones no
discriminatorias y a una tarifa que refleje los costes del servicio prestado, la lista de todos
los abonados o usuarios a los que hayan afectado directamente o por mediación de un
distribuidor uno o varios números del plan nacional de numeración contemplado en el
artículo L34-10. Un decreto del Conseil d'Etat, aprobado previo dictamen de la Comisión
Superior del Servicio Público de Correos y Telecomunicaciones, precisará las modalidades
de aplicación del presente párrafo.

Los litigios relativos a las condiciones técnicas y financieras del suministro de las listas de
abonados contempladas en el párrafo anterior podrán someterse a la Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones de conformidad con el artículo L36-8.

Artículo L33-4-1

(introducido por el art. 16 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial
del 28 de julio de 2001)

Está prohibida la prospección directa por autómatas de llamada o máquinas de fax de un
abonado o un usuario de una red de telecomunicaciones que no haya expresado su
consentimiento a recibir dichas llamadas.

Los operadores o sus distribuidores suministrarán gratuitamente a aquéllos de sus
abonados o usuarios que lo deseen los medios para expresar su consentimiento a recibir
las llamadas mencionadas en el párrafo anterior. Pondrán a disposición de toda persona
que lo solicite la lista de dichos abonados o usuarios.

SECCIÓN II: Servicios ➦

Artículo L34

(Art. 1, 3 y 5 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

La presente sección se aplicará a los servicios de telecomunicaciones prestados al público.

Artículo L34-1
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(Art. 6 de la Ley nº 84-939 del 23 de octubre de 1984, Boletín Oficial del 25 de octubre de
1984)

(Art. 110 de la Ley nº 86-1067 del 30 de septiembre de 1986, Boletín Oficial del 1° de
octubre de 1986)

(Art. 1, 3 y 5 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 18 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)

La prestación del servicio telefónico al público será autorizada por el Ministro de
Telecomunicaciones.

Esta autorización solamente podrá ser denegada en la medida requerida para la
salvaguardia del orden público o las necesidades de la defensa o de la seguridad pública o
cuando el solicitante no tuviera la capacidad técnica o financiera de cumplir de forma
duradera las obligaciones derivadas de las condiciones de ejercicio de su actividad o
hubiera sido objeto de una de las sanciones mencionadas en los artículos L36-11, L39,
L39-1, L39-2 y L39-4.

La autorización estará sujeta a la aplicación de las normas contenidas en un pliego de
condiciones y que se referirá a los puntos mencionados en el apartado I del artículo L33-1,
con excepción de las letras e) y h)

Cuando la prestación del servicio suponga el establecimiento de una red abierta al público,
la autorización expedida en aplicación del artículo L33-1 autorizará la prestación del
servicio.

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones podrá, en las condiciones previstas
en el artículo L36-11, exigir a un operador que modifique sus condiciones contractuales de
prestación del servicio telefónico al público y las modalidades de reembolso o
indemnización aplicadas por él, cuando estas condiciones o modalidades no fueran
conformes con lo dispuesto en la letra r) del apartado I del artículo L33-1.

Artículo L34-1-1

(introducido por el art. 18 de la Orden nº 2001-670 de 25 de julio de 2001, Boletín Oficial de
28 de julio de 2001)

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo L35-2, los operadores inscritos en la lista
elaborada en aplicación del número 7º del artículo L36-7:

1.
Fijarán las tarifas del servicio telefónico al público de manera que reflejen los costes
correspondientes. Estas tarifas serán independientes de la naturaleza de la utilización
que se haga del servicio por parte de los usuarios. Serán suficientemente detalladas
para que el usuario no se vea obligado a pagar suplementos de servicios que no sean
necesarios para la prestación del servicio solicitado. Los operadores darán a conocer
estas tarifas y sus modificaciones al público al menos ocho días antes de la fecha de
su aplicación;
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2.
Publicarán y aplicarán de forma no discriminatoria toda fórmula de reducción de las
tarifas. La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones podrá, en las
condiciones previstas en el artículo L36-11, exigir que un operador modifique o retire
las fórmulas de reducción cuando éstas no fueran conformes con lo dispuesto en el
presente artículo;

3.
Dispondrán de un sistema de información y mantendrán una compatibilidad de los
servicios y actividades que permitan especialmente verificar el respeto de las
obligaciones contempladas en el número 1º. Esta compatibilidad se verificará
periódicamente, corriendo ellos [los operadores] con los gastos, por una entidad
independiente aprobada por la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones.
Los resultados del control se comunicarán a la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones y al Ministro de Telecomunicaciones. La entidad aprobada
publicará anualmente una certificación de conformidad elaborada en aplicación de las
presentes disposiciones;

4.
Suministrarán una oferta de servicios avanzados de telefonía vocal cuyo contenido
será fijado por medio de resolución ministerial;

5.
Cumplirán las obligaciones de calidad de servicio fijadas, en su caso, por medio de
resolución ministerial y cuando los indicadores de calidad hubieran sido definidos por
medio de resolución ministerial, registrarán los valores resultantes de la aplicación de
estos indicadores. Los valores registrados serán comunicados, a petición suya, al
Ministro de Telecomunicaciones y a la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones. Ésta podrá solicitar una verificación de los datos suministrados
por una entidad independiente.

Artículo L34-2

(Art. 1, 3 y 5 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 22 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)

La prestación al público de los servicios de telecomunicaciones distintos del servicio
telefónico será libre, bajo la reserva del respeto a las exigencias esenciales y a las
prescripciones relativas a la defensa y la seguridad pública.

No obstante, estos servicios estarán sujetos a autorización en el caso previsto en el
artículo L34-3 y a declaración en el caso previsto en el primer párrafo del artículo L34-4.

Un decreto del Conseil d'Etat definirá el contenido de la declaración y la solicitud de
autorización y fijará las prescripciones necesarias para el cumplimiento de las exigencias
esenciales.

Artículo L34-2-1

(introducido por el art. 15 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial
del 28 de julio de 2001)
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El Ministro de Telecomunicaciones designará entre los operadores que figuren en la lista
elaborada en aplicación de la letra b) del número 7º del artículo L36-7 o, a falta de dichos
operadores, entre los titulares de las autorizaciones expedidas en aplicación del artículo
L33-1, los operadores que estarán obligados a suministrar una oferta de enlaces
alquilados. Para cada operador, el Ministro precisará la zona geográfica en la que la oferta
de enlaces alquilados deberá ser suministrada.

Un decreto definirá precisará el contenido de la oferta de enlaces alquilados y las
condiciones de suministro de enlaces alquilados por los operadores designados en
aplicación del párrafo anterior.

Artículo L34-3

(Art. 1, 3 y 5 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

La prestación al público de los servicios de telecomunicaciones que utilicen frecuencias
hertzianas estará sujeta a autorización previa del Ministro de Telecomunicaciones en las
condiciones siguientes:

1.
Cuando suponga el establecimiento de una nueva red o la modificación de una red ya
autorizada, será aplicable lo dispuesto en el artículo L33-1;

2.
Cuando esté asegurada gracias a una red que utilice frecuencias asignadas por otra
autoridad distinta de la autoridad competente en materia de telecomunicaciones, la
expedición de la autorización estará subordinada al cumplimiento de lo dispuesto en
el apartado I del artículo L33-1. Esta autorización será expedida después de que la
autoridad que asigna las frecuencias haya dado su consentimiento al uso de éstas.
Deberá especialmente establecer las condiciones de una competencia leal entre los
prestadores de servicios, sea cual sea la autoridad que asigne las frecuencias.

Artículo L34-4

(Art. 1, 3 y 5 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

La prestación al público de los servicios de telecomunicaciones distintos del servicio
telefónico en las redes establecidas o explotadas en aplicación de la Ley nº 82-652 del 29
de julio de 1982 sobre la comunicación audiovisual y el artículo 34 de la Ley nº 86-1067 del
30 de septiembre de 1986 anteriormente mencionada estará sujeta, después de la
información del municipio o de la agrupación de municipios que hayan establecido las
redes o autorizado su establecimiento, a una declaración previa ante la Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones.

Esta declaración tendrá por único objeto permitir a la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones que verifique la naturaleza del servicio prestado y de las instalaciones
utilizadas.
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Cuando el servicio propuesto sea el servicio telefónico al público, su prestación estará
sujeta a lo dispuesto en el artículo L34-1. En este caso, la autorización será expedida
previa consulta al municipio o a la agrupación de municipios que haya establecido la red o
autorizado su establecimiento.

Cuando el objeto del servicio propuesto esté directamente asociado a la prestación de los
servicios de radiodifusión sonora y de televisión difundidos por la red, será de aplicación lo
dispuesto en el primer párrafo del artículo 34-2 de la Ley nº 86-1067 de 30 de septiembre
de 1986 anteriormente mencionado.

Los acuerdos en vigor que contengan cláusulas que excluyan la prestación de servicios de
telecomunicaciones por las redes mencionadas en el primer párrafo anterior o que
impongan restricciones de carácter jurídico o técnico deberán conformarse, antes del 1 de
enero de 1998, a lo dispuesto en el presente artículo. Estos mismos acuerdos
garantizarán, por concepto de estos servicios, una remuneración justa del propietario de
estas redes, asegurando la cobertura por parte del suministrador de los servicios del coste
de las prestaciones ofrecidas y de las inversiones necesarias a tal efecto. Definirán las
modalidades de puesta a disposición de las capacidades suplementarias necesarias, así
como las condiciones técnicas de utilización de estas redes. En caso de litigio, se podrá
recurrir a la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones en las condiciones
previstas en el artículo L36-8.

SECCIÓN III: Disposiciones comunes ➦

Artículo L34-5

(Art. 1, 3 y 5 de la Ley nº 90-1170 de 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial de 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 de 26 de julio de 1996, Boletín Oficial de 27 de julio de 1996)

Adscritas al Ministro de Telecomunicaciones y la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones existirán dos comisiones consultivas especializadas; de una parte, en
el campo de las redes y de los servicios radioeléctricos; de otra parte, en el de otras redes
y servicios. Estarán compuestas, en igual número, por representantes de los prestadores
de servicios, representantes de los usuarios de los servicios profesionales y particulares y
personalidades cualificadas nombradas por el Ministro de Telecomunicaciones.

La comisión consultiva competente será consultada por el Ministro de Telecomunicaciones
o por la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones sobre todo proyecto que
pretenda definir los procedimientos de autorización, fijar o modificar las condiciones
técnicas y de explotación, las especificaciones y las prescripciones técnicas de los
servicios incluidos en su ámbito de competencia, así como sobre las prescripciones
relativas a la interconexión y la numeración mencionadas en los artículos L34-8 y L-34-10.
Sus conclusiones serán transmitidas a la Comisión Superior del Servicio Público de
Correos y Telecomunicaciones.

Un decreto determinará la composición, las atribuciones y las condiciones de
funcionamiento de cada una de estas dos comisiones consultivas.

Artículo L34-6

(Art. 1, 3 y 5 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)
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(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

Las autorizaciones expedidas en aplicación de lo dispuesto en las secciones 1 y 2 del
presente capítulo estarán vinculadas a la persona de su titular. No podrán ser cedidas a un
tercero.

Las autorizaciones expedidas en aplicación de los artículos L33-1, L34-1 y L34-3, así
como, en su caso, los pliegos de condiciones que vayan adjuntos a estas, serán
publicados en el Boletín Oficial.

Las denegaciones de autorización serán motivadas y notificadas a los interesados.

La suspensión, la reducción de la duración y la retirada total o parcial de las autorizaciones
serán determinadas por la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones en las
condiciones previstas en el artículo L36-11.

Artículo L34-7

(Art. 1, 3 y 5 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

Las infraestructuras de telecomunicaciones establecidas en el dominio público o para las
necesidades de las funciones del servicio público podrán ser utilizadas para la ordenación
y la explotación de redes abiertas al público y la prestación al público de todos los servicios
de telecomunicaciones, cumpliendo con lo dispuesto en la presente ley.

SECCIÓN IV: Interconexión y acceso a la red ➦

Artículo L34-8

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 11 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)

I.
Los explotadores de redes abiertas al público acogerán en condiciones objetivas y
transparentes las solicitudes de interconexión de los titulares de una autorización
expedida en aplicación de los artículos L33-1 y L34-1.

La solicitud de interconexión no podrá ser rechazada si está justificada con respecto a
las necesidades del solicitante, de una parte, y a las capacidades del explotador que
la ha de satisfacer, de otra parte. Toda denegación de interconexión decidida por el
explotador a la que se oponga será motivada. La Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones podrá, caso por caso y en las condiciones fijadas en el artículo
L36-8, limitar con carácter temporal la obligación prevista en el primer párrafo cuando
la interconexión solicitada pueda ser sustituida por soluciones viables, técnica y
económicamente, y cuando los recursos disponibles sean inadecuados para
responder a la solicitud.

La interconexión será objeto de un acuerdo de derecho privado entre las dos partes
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afectadas. Este acuerdo determinará las condiciones técnicas y financieras de la
interconexión, respetando lo dispuesto en la presente ley y en las decisiones
aprobadas para su aplicación. Se comunicará el acuerdo a la Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones a petición suya.

Cuando sea indispensable para garantizar la igualdad de condiciones de competencia
o la interoperabilidad de los servicios, la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones podrá solicitar la modificación de los acuerdos ya celebrados,
previo dictamen del Consejo de la Competencia.

Un decreto determinará las condiciones generales, especialmente las vinculadas a
las exigencias esenciales, y los principios de tarificación que deberán satisfacer los
acuerdos de interconexión.

II.
Los explotadores de redes abiertas al público que figuren en las listas elaboradas en
aplicación de las letras a) y b) del número 7º del artículo L36-7 estarán obligados a
publicar, en las condiciones determinadas en los pliegos de condiciones, una oferta
técnica y de tarifas de interconexión aprobada previamente por la Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones.

La oferta mencionada en el párrafo anterior contendrá unas condiciones diferentes
para responder, de una parte, a las necesidades de interconexión de los explotadores
de redes abiertas al público y, de otra parte, a las necesidades de acceso a la red de
los suministradores de servicio telefónico al público, teniendo en cuenta los derechos
y las obligaciones propios de cada una de las categorías de operadores. Estas
condiciones deberán ser lo suficientemente detalladas como para que aparezcan los
diversos elementos que corresponden a cada categoría de servicios.

Los mismos explotadores dispondrán de un sistema de información y mantendrán
una compatibilidad de los servicios y actividades que permita especialmente verificar
el respeto a las obligaciones previstas en el presente artículo. Esta compatibilidad
será verificada periódicamente, corriendo los explotadores con los gastos, por una
entidad independiente aprobada por la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones. Estos gastos se integrarán en los costes de los servicios de
interconexión. La entidad aprobada publicará anualmente una certificación de
conformidad elaborada en aplicación del presente párrafo.

III.
Las tarifas de interconexión de los explotadores de redes abiertas al público que
figuren en las listas elaboradas en aplicación de las letras a) y b) del número 7º del
artículo L36-7 y las de los explotadores de redes de telefonía móvil abiertas al público
que figuren en la lista elaborada en aplicación de la letra d) del mismo artículo
corresponderán a la remuneración del uso efectivo de la red de transporte y de
comunicaciones y reflejarán los costes del servicio prestado.

IV.
Los explotadores de redes abiertas al público que figuren en las listas elaboradas en
aplicación de las letras a), b) y c) del número 7º del artículo L36-7 accederán a las
solicitudes de interconexión de los titulares de una autorización expedida en
aplicación de los artículos L33-1 y L34-1 en condiciones objetivas, no discriminatorias
y transparentes. Los acuerdos celebrados a tal efecto serán comunicados a la
Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones.

Los mimos explotadores asegurarán en las mismas condiciones un acceso a su red a
los usuarios y prestadores de los servicios de telecomunicaciones diferentes del
servicio telefónico al público, así como a los servicios de comunicación audiovisual
diferentes de los servicios de radiodifusión sonora o de televisión difundidos por las
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ondas hertzianas terrestres o por satélite o distribuidos por cable. Responderán
asimismo a las solicitudes justificadas de acceso especial que correspondan a
condiciones técnicas o tarifarias no publicadas que emanen de estos prestadores de
servicios o usuarios. La prestación de los accesos mencionados en el presente
apartado por un explotador que figure en la lista elaborada en aplicación del número
7º del artículo L36-7 dará lugar a una remuneración que refleje los costes del servicio
prestado.

V.
Los explotadores de redes abiertas al público que figuren en la lista elaborada en
aplicación del número 7º del artículo L36-7 pondrán en práctica los medios
necesarios para que sus abonados puedan acceder a los servicios conmutados de
todo operador interconectado por medio de una preselección y diferenciar llamada
por llamada toda elección de preselección al marcar un prefijo corto. La Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones podrá imponer esta obligación a otros
operadores que ejerzan una influencia significativa en el mercado correspondiente
que determine. En este caso, tendrá en cuenta el interés del consumidor y cuidará de
no imponer una carga desproporcionada a los operadores y de no crear obstáculos a
la entrada en el mercado de los nuevos operadores.

VI.
La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones podrá, ya sea de oficio en
todo momento, ya sea a petición de una de las partes, intervenir, en las condiciones
previstas en el artículo L36-8, con el fin de definir las rúbricas que deban estar
cubiertas por un acuerdo de interconexión o de fijar las condiciones específicas que
deba respetar dicho acuerdo.

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones podrá, ya sea de oficio en
todo momento, ya sea a petición de una de las partes, fijar en plazo para concluir las
negociaciones de interconexión.

Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores será aplicable asimismo a las
negociaciones relativas al acceso especial a las redes abiertas al público de los
explotadores que figuren en la lista elaborada en aplicación del número 7º del artículo
L36-7.

SECCIÓN V: Equipos terminales ➦

Artículo L34-9

(Art. 1, 3 y 6 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 2 de la Ley nº 93-1420 del 31 de diciembre de 1993, Boletín Oficial del 1° de enero de
1994)

(Art. 6 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 23 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)

Se suministrarán los equipos terminales libremente.

Los equipos destinados a estar conectados a una red abierta al público y los equipos
radioeléctricos deberán ser objeto de una evaluación de su conformidad con las exigencias
esenciales. Las entidades que intervengan, en su caso, en el procedimiento de evaluación
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de esa conformidad serán determinadas de manera que ofrezcan a los industriales
correspondientes una elección que preserve su independencia con respecto a las
empresas que ofrezcan los bienes o servicios en el ámbito de las telecomunicaciones.

Un decreto del Conseil d'Etat determinará:

1.
Los equipos que estarán exentos de la evaluación de la conformidad;

2.
Las condiciones que deberán respetar las entidades que intervengan en el
procedimiento de evaluación de la conformidad para que puedan ser designadas con
el fin de que ejerzan sus funciones;

3.
Las condiciones en las que, en su caso, serán elaboradas y publicadas las
especificaciones técnicas de los equipos sometidos a la evaluación de la
conformidad;

4.
Aquéllas de las exigencias esenciales que serán aplicables a los equipos
correspondientes;

5.
Las condiciones de puesta en el mercado, puesta en servicio, retirada del mercado o
del servicio, restricción o prohibición de puesta en el mercado o puesta en servicio de
los equipos radioeléctricos y equipos terminales, así como, para éstos últimos, las
condiciones de conexión a las redes abiertas al público;

6.
El procedimiento de evaluación de la conformidad;

7.
Las condiciones en las que los titulares de los equipos harán que se verifique,
corriendo con los gastos, la conformidad de sus equipos con lo dispuesto en el
presente artículo.

Los equipos o instalaciones sometidos a la evaluación de la conformidad no podrán ser
fabricados para el Espacio Económico Europeo, importados, con el fin de su oferta al
consumo, de países que no pertenezcan a éste, mantenidos con vistas a su venta, puestos
a la venta, distribuidos a título gratuito u oneroso, conectados a una red abierta al público o
destinados a la publicidad si no han sido objeto de una evaluación de su conformidad y son
conformes en todo momento con ésta.

SECCIÓN VI: Numeración ➦

Artículo L34-10

(introducido por el art. 6 de la Ley nº 96-659 de 26 de julio de 1996, Boletín Oficial de 27 de
julio de 1996)

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones elaborará un plan nacional de
numeración y este plan estará gestionado bajo su control. Garantizará un acceso igual y
sencillo de los usuarios a las diferentes redes y servicios de telecomunicaciones y la
equivalencia de los formatos de numeración.

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones atribuirá a los operadores los
prefijos y números o bloques de números en condiciones objetivas, transparentes y no
discriminatorias, por medio de un canon fijado en decreto del Conseil d'Etat y destinado a
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cubrir los gastos de gestión del plan de numeración y el control de su utilización.

Las condiciones de utilización de estos prefijos, números o bloques de números serán
determinadas en cada caso por el pliego de condiciones del operador o por la decisión de
atribución que le sea notificada.

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones velará por la buena utilización de
los números atribuidos. Los prefijos, números o bloques de números no podrán estar
protegidos por un derecho de propiedad industrial o intelectual. No podrán cederse y
solamente podrán ser objeto de una transmisión previo consentimiento de la Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones.

A partir de 1 de enero de 1998, todo abonado que no cambie de ubicación geográfica
podrá conservar su número en caso de cambio de operador dentro de los límites de la
tecnología puesta en práctica y de las capacidades que permita esa tecnología. Hasta el
31 de diciembre de 2000, los gastos resultando de la transferencia de las llamadas por el
operador inicial correrán por cuenta del nuevo operador, quien tan sólo podrá facturarlos a
su vez al abonado y sin que, en esta ocasión, ningún cargo de cualquier tipo que sea se le
facture al abonado por parte del operador inicial. Los operadores estarán obligados a
establecer las estipulaciones necesarias en los acuerdos de interconexión mencionados en
el artículo L34-8. Lo dispuesto en el presente párrafo no se aplicará a los números
alquilados a las redes radioeléctricas cuando sean utilizadas para prestar servicios
móviles.

A partir de 1 de enero de 2001, todo usuario, a petición suya, podrá:

•
conservar su número si cambia de operador sin cambiar de ubicación geográfica;

•
conseguir del operador con el cual está abonado a un número que le permita cambiar
de ubicación geográfica o de operador conservando este número.

A partir de la misma fecha, los operadores estarán obligados a establecer las disposiciones
necesarias en los acuerdos de interconexión y proponer a los usuarios las ofertas
correspondientes, cuyas condiciones serán aprobadas previamente por la Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones.

Salvo por motivos vinculados al funcionamiento de los servicios de urgencia o a la
tranquilidad del receptor de las llamadas, todo abonado de una red abierta al público
podrá, a petición suya, oponerse a la identificación por el receptor de las llamadas de su
número de abonado.

CAPÍTULO III: El servicio público de las telecomunicaciones ➦

Artículo L35

(Art. 41 de la Ley nº 90-568 del 2 de julio de 1990, Boletín Oficial del 8 de julio de 1990, en
vigor desde el 1 de enero de 1991)

(Art. 1, 3 y 7 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)
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Se garantizará el servicio público de las telecomunicaciones respetando los principios de
igualdad, continuidad y adaptabilidad. Comprenderá:

a.
El servicio universal de las telecomunicaciones definido, prestado y financiado en las
condiciones fijadas en los artículos L35-1 a L35-4;

b.
Los servicios obligatorios de telecomunicaciones ofrecidos en las condiciones
determinadas en el artículo L35-5;

c.
Los objetivos de interés general en el ámbito de las telecomunicaciones en materia
de defensa y seguridad, investigación pública y enseñanza superior, garantizados en
las condiciones determinadas en el artículo L35-6.

Artículo L35-1

(Art. 1 de la Ley nº 84-939 del 23 de octubre de 1984, Boletín Oficial del 25 de octubre de
1984)

(Art. 41 de la Ley nº 90-568 del 2 de julio de 1990, Boletín Oficial del 8 de julio de 1990, en
vigor desde el 1° de enero de 1991)

(Art. 1, 3 y 7 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

El servicio universal de las telecomunicaciones prestará a todos un servicio telefónico de
calidad a un precio asequible. Garantizará el encaminamiento de las comunicaciones
telefónicas procedentes o con destino a los puntos de abonado, así como el
encaminamiento gratuito de las llamadas de emergencia, la prestación de un servicio de
información y de una guía de abonados en forma impresa o electrónica y el servicio de
comunicación en el territorio nacional con cabinas telefónicas instaladas en el dominio
público.

Se prestará en las condiciones tarifarias y técnicas que tengan en cuenta las dificultades
específicas que se presenten en el acceso al servicio telefónico por ciertas categorías de
personas especialmente por causa de su nivel de ingresos o de su discapacidad. Estas
condiciones incluirán el mantenimiento durante un año en caso de falta de pago de un
servicio restringido que implique la posibilidad de recibir llamadas, así como de encaminar
llamadas telefónicas a los servicios gratuitos o a los servicios de urgencia en beneficio del
deudor ejecutado en aplicación de la Ley nº 91-650 de 9 de julio de 1991 que supone la
reforma de los procedimientos civiles de ejecución y del deudor para el que se haya
elaborado el plan de arreglo amistoso o se haya dictado la resolución de saneamiento
judicial civil establecidos por la Ley nº 89-1010 de 31 de diciembre de 1989 relativa a la
prevención y al arreglo de las dificultades vinculadas al exceso de endeudamiento de los
particulares y sus familias.

Toda persona obtendrá, a petición suya, el abono al teléfono con un operador encargado
del servicio universal en las condiciones establecidas en la presente ley. El propietario de
un inmueble o su representante no podrá oponerse a la instalación del teléfono solicitado
por su arrendatario u ocupante de buena fe.
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Artículo L35-2

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 de 26 de julio de 1996, Boletín Oficial de 27 de
julio de 1996)

I.
Todo operador podrá estar encargado de prestar el servicio universal al aceptar la
prestación en el conjunto del territorio nacional y si es capaz de garantizarlo.

France Telecom será el operador público encargado del servicio universal.

El pliego de condiciones de un operador encargado de prestar el servicio universal se
elaborará previo dictamen de la Comisión Superior del Servicio Público de Correos y
Telecomunicaciones y establecerá las condiciones generales de prestación de este
servicio y especialmente las obligaciones tarifarias necesarias, de una parte, para
permitir el acceso al servicio universal de todas las categorías sociales de la
población y, de otra parte, para evitar una discriminación basada en la ubicación
geográfica. Asimismo, establecerá las condiciones en las que se controlarán las
tarifas del servicio universal y su calidad.

II.
El encaminamiento gratuito de las llamadas de urgencia será obligatorio para todos
los suministradores del servicio telefónico al público.

Artículo L35-3

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 de 26 de julio de 1996, Boletín Oficial de 27 de julio de 1996)

(Art. 12 de la Orden nº 2001-670 de 25 de julio de 2001, Boletín Oficial de 28 de julio de
2001)

I.
Los costes imputables a las obligaciones del servicio universal serán evaluados sobre
la base de una contabilidad apropiada llevada por los operadores. Esta contabilidad
estará auditada, corriendo los operadores con los gastos, por una entidad
independiente designada por la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones.

La evaluación de los costes netos de las obligaciones del servicio universal que
correspondan a los operadores tendrá en cuenta la ventaja que obtienen, en su caso,
de estas obligaciones en el mercado.

II.
La financiación de los costes imputables a las obligaciones del servicio universal
estará asegurada por los explotadores de redes abiertas al público y por los
prestadores de servicios telefónicos en las siguientes condiciones:

1.
La financiación del coste neto de las obligaciones de reparto tarifario que
correspondan, de un lado, a las obligaciones de reparto geográfico y, de otro, al
desequilibrio resultante de la estructura corriente de las tarifas telefónicas,
estará asegurada por una remuneración adicional a la remuneración de
interconexión mencionada en el artículo L34-8, pagada al operador encargado
del servicio universal según las mismas modalidades que la remuneración
principal.

Esta remuneración adicional será la contrapartida de la universalidad de la red y
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del servicio telefónico. Se calculará a prorrata de la parte del operador que
solicite la interconexión en el conjunto del tráfico telefónico. Su importe quedará
constatado por el Ministro de Telecomunicaciones a propuesta de la Autoridad
de Regulación de las Telecomunicaciones.

Con el fin de favorecer el desarrollo de las radiocomunicaciones móviles, la
bajada de las tarifas para los usuarios y teniendo en cuenta el suplemento del
tráfico que aportan, los operadores de radiocomunicaciones móviles sometidos
por sus pliegos de condiciones a obligaciones de cobertura a escala nacional
estarán exentos de la parte de esta enumeración adicional correspondiente al
desequilibrio de la estructura corriente de las tarifas telefónicas. Como
contrapartida, los operadores afectados se comprometerán a contribuir a partir
de 1 de enero de 2001 a la cobertura, por al menos un servicio de radiotelefonía
móvil, de las carreteras nacionales y de otros ejes de carreteras principales y de
las zonas débilmente pobladas del territorio no cubiertas por dicho servicio en la
fecha de entrega del primer informe mencionado en el artículo L35-7. Asimismo,
se comprometerán a suministrar los elementos y a formular las propuestas
necesarias para la elaboración de este informe. Los operadores que no asuman
estos compromisos antes de 1 de octubre de 1997 quedarán excluidos por el
Ministro de Telecomunicaciones a propuesta de la Autoridad de Regulación de
las Telecomunicaciones del beneficio de la exención;

2.
Se crea un fondo del servicio universal de las telecomunicaciones. La gestión
contable y financiera de este fondo estará asegurada por la Caja de Depósitos y
Consignaciones en una cuenta específica. Los gastos de gestión soportados por
la Caja se imputarán al fondo.

Este fondo estará destinado a la financiación de los costes netos de las
siguientes obligaciones del servicio universal: la oferta, mencionada en el
segundo párrafo del artículo L35-1, de tarifas específicas a algunas categorías
de abonados con el fin de garantizarles la accesibilidad al servicio, la
comunicación en el territorio a través de cabinas telefónicas, la guía universal y
el servicio de información correspondiente.

La parte de los costes netos que deba soportar cada operador se calculará a
prorrata de su volumen de tráfico.

Si un operador acepta presentar una oferta, mencionada en el párrafo segundo
del artículo L35-1, de tarifas específicas a algunas categorías de abonados con
el fin de garantizarles la accesibilidad al servicio telefónico en las condiciones
determinadas en su pliego de condiciones, el coste neto de esta oferta se
deducirá de su contribución.

El importe de las contribuciones netas que paguen o reciban los operadores
será constatado por el Ministro de las Telecomunicaciones a propuesta de la
Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones. Estas contribuciones
serán cobradas por la Caja de Depósitos y Consignaciones según las
modalidades previstas para los créditos de este establecimiento.

En caso de incumplimiento de un operador, la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones impondrá una de las sanciones previstas en el artículo
L36-11. En caso de un nuevo incumplimiento, podrá retirar la autorización. Si no
se cobran las cantidades debidas en un plazo de un año, se imputarán al fondo
durante el ejercicio siguiente;
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3.
El desequilibrio resultante de la estructura actual de las tarifas telefónicas con
respecto al funcionamiento normal del mercado será reabsorbido
progresivamente por el operador público antes del 31 de diciembre de 2000 en
el marco de las bajadas globales de las tarifas para el conjunto de las
categorías de usuarios. Cuando el desequilibrio hay sido reabsorbido, y a más
tardar el 31 de diciembre de 2000, se pondrá fin al pago de la remuneración
adicional mencionada en el número 1º anterior y la financiación del coste neto
de las obligaciones de reparto geográfico estará asegurada por el intermediario
del fondo mencionado en el número 2º anterior.

El paso a este nuevo régimen de financiación será decidido a propuesta de la
Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones por el Ministro de
Telecomunicaciones, previo dictamen de la Comisión Superior del Servicio
Público de Correos y Telecomunicaciones.

III.
Los métodos de evaluación, de compensación y de reparto de los costes netos
vinculados a las obligaciones del servicio universal se harán públicos al menos un
año antes de su puesta en aplicación.

IV.
Un decreto del Conseil d'Etat, aprobado previo dictamen de la Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones, precisará las modalidades de aplicación del
presente artículo. Establecerá especialmente los métodos de evaluación, de
compensación y de reparto de los costes netos del servicio universal, así como las
modalidades de gestión del fondo del servicio universal de las telecomunicaciones.

V.
El Ministro de Telecomunicaciones presentará cada año al Parlamento un informe
sobre la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo L35-4

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 9 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)

Por medio de una guía universal, presentada en forma impresa y electrónica y de un
servicio universal de información, el público tendrá acceso, bajo reserva de la protección
de los derechos de las personas, a los nombres o denominaciones sociales, a los números
telefónicos y a las direcciones de todos los abonados a las redes abiertas al público, así
como a la indicación de su profesión para aquéllos que lo deseen. Se podrá tener acceso,
con la misma reserva, a las direcciones electrónicas de los abonados que lo deseen.

Toda guía universal deberá respetar las modalidades de presentación y de características
técnicas establecidas por medio de reglamento. Toda persona que edite una guía universal
o preste un servicio universal de información tratará y presentará de forma no
discriminatoria la información que le sea comunicada a tal efecto.

France Telecom editará una guía universal en forma impresa y electrónica y prestará un
servicio universal de información.

Un decreto del Conseil d'Etat, aprobado previo dictamen de la Autoridad de Regulación de
las Telecomunicaciones, precisará las modalidades de aplicación del presente artículo.
Establecerá especialmente las garantías que se hayan de poner en práctica para asegurar

International Portal of the University of
Alicante on Intellectual Property &
Information Society

Portal Internacional de la Universidad
de Alicante sobre Propiedad Industrial

e Intelectual y Sociedad de la
Información



la confidencialidad de los datos, teniendo en cuenta los intereses comerciales de los
operadores y la protección de la vida privada.

Artículo L35-5

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 74 de la Ley nº 2003-239 del 18 de marzo de 2003, Boletín Oficial del 19 de marzo de
2003)

Los servicios obligatorios comprenderán una oferta en el conjunto del territorio de acceso a
la red digital de integración de servicios, enlaces alquilados, conmutación de datos por
paquete, servicios avanzados de telefonía vocal y servicio de télex.

El pliego de condiciones de un operador encargado del servicio universal determinará
aquéllos de los servicios obligatorios que estará obligado a garantizar y las condiciones de
su prestación.

France Telecom garantizará la prestación de todos los servicios obligatorios.

Los operadores de los servicios de telecomunicaciones deberán permitir el acceso de las
autoridades judiciales, los servicios de policía y gendarmería nacionales, los servicios de
incendio y de socorro y los servicios de asistencia médica urgente que actúen en el marco
de misiones judiciales o intervenciones de socorro, a sus listas de abonados y usuarios.
Estas listas deberán estar completas, no censuradas y actualizadas.

Artículo L35-6

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 48 de la Orden nº 2000-1353 del 30 de diciembre de 2000, Boletín Oficial del 31 de
diciembre de 2000)

Los operadores autorizados en aplicación de los artículos L33-1 y L34-1 pondrán en
práctica y asegurarán la puesta en práctica de los medios necesarios para las
interceptaciones justificadas por las necesidades de la seguridad pública. (Disposiciones
declaradas no conformes con la Constitución por medio de decisión del Conseil
constitutionnel nº 2000-441 DC de 28 de diciembre de 2000)

Las prescripciones exigidas por la defensa y la seguridad pública y las garantías de una
justa remuneración de las prestaciones aseguradas por tal concepto, a petición del Estado,
por los operadores autorizados en aplicación de los artículos L33-1 y L34-1 estarán
determinadas en su pliego de condiciones.

La enseñanza superior en el ámbito de las telecomunicaciones será de la responsabilidad
del Estado y estará bajo tutela del Ministro de Telecomunicaciones. Su coste
corresponderá al Estado a partir del ejercicio presupuestario de 1997 en las condiciones
previstas en las leyes de presupuestos. Esta enseñanza se beneficiará, por su parte y en
las condiciones previstas en las leyes de presupuestos, de los medios que le garanticen
una calidad elevada.

Los objetivos de investigación pública y de desarrollo en el ámbito de las
telecomunicaciones serán perseguidos por el Estado o por cuenta del Estado y bajo su
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responsabilidad en el marco de contratos que definan los programas y determinarán sus
modalidades de realización, así como de su financiación.

Artículo L35-7

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

Al menos una vez cada cuatro años a partir de la fecha de publicación de la presente ley,
entregará el Gobierno al Parlamento un informe sobre la aplicación del presente capítulo,
previa consulta pública y dictamen de la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones y de la Comisión Superior del Servicio Público de Correos y
Telecomunicaciones. Propondrá, en su caso, para tener en cuenta la evolución de la
tecnología y de los servicios de las telecomunicaciones y de las necesidades de la
sociedad, la inclusión de nuevos servicios en el campo del servicio universal y la revisión
de la lista de los servicios obligatorios o de sus modalidades de ejecución.

El primer informe entregado en aplicación del párrafo anterior incluirá un análisis de la
cobertura del territorio por las redes de radiotelegrafía móvil. Propondrá las modificaciones
necesarias a aportar en el presente capítulo para garantizar en un plazo corto la cobertura
de las zonas débilmente pobladas del territorio, así como de las carreteras nacionales y de
otros ejes de carreteras principales por un servicio al menos de radiotelegrafía móvil
terrestre o por satélite. Asimismo, determinará los medios necesarios para alcanzar este
objetivo respetando el principio de igualdad de competencia entre operadores,
especialmente las modalidades de una inversión común a los operadores o de una
combinación de las diferentes tecnologías disponibles en las zonas de baja densidad de
población no cubiertas en la fecha de entrega del informe.

CAPÍTULO IV: La regulación de las telecomunicaciones ➦

Artículo L36

(Art. 1, 3 y 7 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

A partir del 1° de enero de 1997 se crea una Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones.

Artículo L36-1

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones estará compuesta por cinco
miembros nombrados por razón de su calificación en los ámbitos jurídico, técnico y en lo
referente a la economía de los territorios para un cargo de seis años. Tres miembros, entre
ellos el presidente, serán nombrados por decreto. Los otros dos miembros serán
nombrados respectivamente por el Presidente de la Asamblea Nacional y el Presidente del
Senado.

Los miembros de la Autoridad nombrados por decreto serán renovados por tercios cada
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dos años.

Los miembros de la Autoridad no serán revocables.

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones solamente podrá deliberar si están
presentes al menos tres de sus miembros. Deliberará por mayoría de sus miembros
presentes.

Si uno de los miembros de la Autoridad no pudiera ejercer su cargo hasta su finalización, el
miembro nombrado para sustituirle ejercerá sus funciones durante el plazo que quedara
por cumplir.

Para la constitución de la Autoridad, el presidente será nombrado por un plazo de seis
años. La duración del cargo de los otros dos miembros nombrados por decreto se fijará
mediante sorteo en cuatro años para uno y dos años para el otro. La duración del cargo de
los dos miembros nombrados por los presidentes de las Asambleas Parlamentarias se
fijará mediante sorteo en cuatro años para uno y seis años para el otro.

El cargo de los miembros de la Autoridad no será renovable. No obstante, esta regla no
será aplicable a los miembros cuyo cargo no haya superado los dos años en aplicación de
uno u otro de los dos párrafos anteriores.

Los miembros de la Autoridad no podrán ser nombrados más allá de la edad de sesenta y
cinco años.

Artículo L36-2

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

La función de miembro de la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones será
incompatible con toda actividad profesional, todo cargo electivo nacional, cualquier otro
empleo público y toda titularidad directa o indirecta de intereses en una empresa del sector
de las comunicaciones, del audiovisual o de la informática. Los miembros de la Autoridad
de Regulación de las Telecomunicaciones no podrán ser miembros de la Comisión
Superior del Servicio Público de Correos y Telecomunicaciones.

Los miembros de la Autoridad estarán obligados al secreto profesional respecto a los
hechos, actos de información de los que hayan podido tener conocimiento por razón de
sus cargos.

El presidente y los miembros de la Autoridad recibirán respectivamente un trato igual al
inherente a la primera y segunda de las dos categorías superiores de los empleos del
Estado clasificados fuera de la escala.

Artículo L36-3

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones dispondrá de servicios que estarán
bajo la autoridad de su presidente.
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La Autoridad podrá emplear funcionarios en puestos de actividad en las mismas
condiciones que el Ministro de las Telecomunicaciones. Podrá contratar agentes
contractuales.

El personal de los servicios de la Autoridad estará obligado al secreto profesional respecto
a los hechos, actos de información de los que hayan podido tener conocimiento por razón
de sus cargos.

Artículo L36-4

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

Los recursos de la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones incluirán las
remuneraciones por los servicios prestados y las tasas y cánones en las condiciones
establecidas en las leyes de presupuestos o mediante decreto del Conseil d'Etat.

La Autoridad propondrá al Ministro de las Telecomunicaciones, durante la elaboración del
proyecto de ley de presupuestos, los créditos necesarios, además de los recursos
mencionados en el primer párrafo, para el cumplimento de sus objetivos.

Estos créditos se incorporarán al presupuesto general del Estado. Las disposiciones de la
Ley del 10 de agosto de 1922 relativa a la organización del control de los gastos
comprometidos no serán aplicables a su gestión.

El presidente de la Autoridad será el ordenante de los gastos. Presentará las cuentas de la
Autoridad al control del Cour des Comptes .

Artículo L36-5

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones será consultada sobre los
proyectos de ley, de decreto o de reglamento relativos al sector de las telecomunicaciones
y participará en su puesta en práctica.

La Autoridad intervendrá, a petición del Ministro de Telecomunicaciones, en la preparación
de la postura francesa en las negociaciones internacionales en el ámbito de las
telecomunicaciones. Participará, a petición del Ministro de Telecomunicaciones, en la
representación francesa ante los organismos internacionales y comunitarios competentes
en este ámbito.

Artículo L36-6

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 20 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)

Respetando lo dispuesto en la presente ley y sus reglamentos de aplicación, la Autoridad
de Regulación de las Telecomunicaciones definirá las normas relativas a:

International Portal of the University of
Alicante on Intellectual Property &
Information Society

Portal Internacional de la Universidad
de Alicante sobre Propiedad Industrial

e Intelectual y Sociedad de la
Información



1.
Los derechos y obligaciones inherentes a la explotación de las diferentes categorías
de redes y servicios en aplicación de los artículos L33-1 y L34-1;

2.
Las prescripciones aplicables a las condiciones técnicas y financieras de
interconexión, de conformidad con el artículo L34-8;

3.
Las prescripciones técnicas aplicables, en su caso, a las redes y terminales, con el fin
de garantizar su interoperabilidad, la movilidad de los terminales y el buen uso de las
frecuencias y de los números de teléfono;

4.
Las condiciones de establecimiento y explotación de las redes mencionadas en el
artículo L33-2 y las de utilización de las redes mencionadas en el artículo L33-3;

5.
La determinación de los puntos de terminación de las redes.

Las decisiones adoptadas en aplicación del presente artículo serán publicadas en el
Boletín Oficial después de su aceptación mediante decreto del Ministro de
Telecomunicaciones.

Artículo L36-7

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art.13, art. 24 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de
julio de 2001, rectificación Boletín Oficial del 20 de octubre de 2001)

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones:

1.
Examinará por cuenta del Ministro de Telecomunicaciones las solicitudes de
autorización presentadas en aplicación de los artículos L33-1, L34-1 y L-34-3;
expedirá las demás autorizaciones y recibirá las declaraciones previstas en el
capítulo II; publicará el informe y el resultado motivado del procedimiento de selección
que lleva a cabo cuando las autorizaciones sean expedidas como consecuencia de
una petición de solicitudes;

2.
Designará las entidades que intervendrán en el procedimiento de evaluación de la
conformidad prevista en el artículo L34-9;

3.
Controlará el respeto por parte de los operadores de las obligaciones que se deriven
de las disposiciones legislativas y reglamentarias que les sean aplicables en virtud de
la presente ley y de las autorizaciones de las que se beneficien y sancionará los
incumplimientos constatados en las condiciones previstas en los artículos L36-10 y
L36-11;

4.
Propondrá al Ministro de Telecomunicaciones, según los principios y los métodos
elaborados en las condiciones previstas en el artículo L35-3, los importes de las
contribuciones a la financiación de las obligaciones del servicio universal y asegurará
la vigilancia de los mecanismos de esta financiación;

5.
Emitirá un aviso público sobre las tarifas y los objetivos tarifarios plurianuales del
servicio universal, así como sobre las tarifas de los servicios para los que no existe
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competencia en el mercado, previamente a su aceptación por el Ministro de
Telecomunicaciones y el Ministro de Economía, cuando se les hayan sometido;

6.
Atribuirá a los operadores y a los usuarios, en condiciones objetivas, transparentes y
no discriminatorias, los recursos en frecuencias y en numeración necesarios para el
ejercicio de su actividad, velará por su buena utilización, elaborará el plan nacional de
numeración y controlará su gestión;

7.
Elaborará cada año, previo dictamen del Consejo de la Competencia, las listas de los
operadores que se considera que ejercen una influencia significativa:

a.
Sobre un mercado pertinente del servicio telefónico al público entre puntos fijos;

b.
Sobre un mercado pertinente de los enlaces alquilados;

c.
Sobre un mercado pertinente del servicio de telefonía móvil al público;

d.
Sobre el mercado nacional de la interconexión.

Se considerará que ejerce una influencia significativa sobre un mercado todo operador que
posea una parte superior al 25% de este mercado. La Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones podrá decidir que un operador que posea una parte inferior al 25% de
un mercado ejerce una influencia significativa sobre el mercado o que un operador que
posea una parte superior al 25% de un mercado no ejerce una influencia significativa sobre
este mercado. Tendrá en cuenta la capacidad efectiva del operador para influir sobre las
condiciones del mercado, su volumen de negocios con respecto al tamaño del mercado, su
control de los medios de acceso al usuario final, su acceso a los recursos financieros y su
experiencia en el suministro de productos y servicios en el mercado.

Artículo L36-8

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art.14, art. 17 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de
julio de 2001)

I.
En caso de denegación de la interconexión, de fracaso de las negociaciones
comerciales o de desacuerdo sobre la conclusión o la ejecución de un acuerdo de
interconexión o de acceso a una red de telecomunicaciones, la Autoridad de
Regulación de las Telecomunicaciones podrá conocer de la disputa por iniciativa de
una u otra parte.

La Autoridad se pronunciará en un plazo fijado mediante decreto del Conseil d'Etat,
después de que las partes hayan podido presentar sus observaciones. Su decisión
será motivada y determinará las condiciones de igualdad, de índole técnica y
financiera, en las que deberán garantizarse la interconexión o el acceso especial.

En caso de infracción grave e inmediata de las normas que rigen el sector de las
telecomunicaciones, la Autoridad, después de haber escuchado a las partes en la
causa, podrá ordenar medidas preventivas con el fin especialmente de asegurar la
continuidad del funcionamiento de las redes.
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La Autoridad hará públicas sus decisiones, dejando a salvo los secretos protegidos
por la ley y las notificará a las partes.

II.
La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones podrá asimismo conocer de
los litigios que afecten a:

1.
Las condiciones de la puesta en conformidad, prevista por el último párrafo del
artículo L34-4, de los acuerdos que contengan las cláusulas que excluyen o
restringen la prestación de los servicios de telecomunicaciones en las redes
mencionadas en el primer párrafo de dicho artículo;

2.
Las posibilidades y las condiciones de una utilización compartida entre
operadores, prevista en el artículo L47, de instalaciones existentes situadas en
el dominio público y, prevista en el artículo L48, de instalaciones existentes
situadas en una propiedad privada.

Se pronunciará sobre estos litigios en las condiciones de forma y de
procedimiento previstos en el apartado I. Por otro lado, procederá a una
consulta pública de todas las partes interesadas antes de toda decisión que
imponga la utilización compartida entre operadores de las instalaciones
mencionadas en el punto 2º.

3.
Las condiciones técnicas y financieras del suministro de las listas de abonados
previsto en el artículo L33-4.

III.
Las decisiones adoptadas por la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones
en aplicación de los apartados I y II podrán ser objeto de un recurso de anulación o
de revocación parcial en el plazo de un mes a partir de su notificación.

El recurso no tendrá carácter suspensivo. No obstante, podrá ordenarse la
suspensión de la ejecución de la decisión si ésta fuera susceptible de implicar
consecuencias manifiestamente excesivas o si con posterioridad a su notificación se
produjeran nuevos hechos de una gravedad excepcional.

Las medias preventivas adoptadas por la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones podrán ser objeto de un recurso de anulación o revocación
parcial como máximo en el plazo de diez días desde su notificación. Este recurso
será resuelto en el plazo de un mes.

IV.
Los recursos contra las decisiones y medidas preventivas adoptadas por la Autoridad
de Regulación de las Telecomunicaciones en aplicación del presente artículo serán
de la competencia del Cour d'Appel de París.

El recurso de casación, en su caso, contra la resolución del Cour d'Appel será
presentado en el plazo de un mes siguiente a la notificación de dicha resolución.

Artículo L36-9

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones podrá conocer de una demanda de
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conciliación con el fin de resolver los litigios entre operadores que no tengan relación con el
artículo L36-8, a iniciativa de toda persona física o jurídica afectada, por toda organización
profesional o asociación de usuarios afectada o por el Ministro de Telecomunicaciones.
Favorecerá cualquier solución de conciliación.

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones informará del compromiso del
procedimiento de conciliación al Consejo de la Competencia, el cual si conoce de los
mismos hechos, podrá decidir aplazar su decisión .

En caso de fracaso de la conciliación, el presidente de la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones acudirá al Consejo de la Competencia si el litigio es de su
competencia.

Artículo L36-10

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

El presidente de la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones someterá al
Consejo de la Competencia los abusos de posición dominante y de las prácticas que
obstaculicen el libre ejercicio de la competencia de los que pueda tener conocimiento en el
sector de las telecomunicaciones. Este sometimiento podrá realizarse en el marco de un
procedimiento de urgencia, en cuyo caso el Consejo de la Competencia estará llamado a
pronunciarse en el plazo de treinta días laborables a partir de la fecha del traslado.
Asimismo, podrá someter para su dictamen cualquier otra cuestión que se refiera a su
competencia. El Consejo de la Competencia comunicará a la Autoridad de Regulación de
las Telecomunicaciones todo sometimiento que entre dentro del campo de su competencia
y solicitará su parecer sobre las prácticas que le someta para su conocimiento en el sector
de las telecomunicaciones.

El presidente de la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones informará al Fiscal
de la República de los hechos que sean susceptibles de recibir una calificación penal.

Artículo L36-11

(Art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art.10 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones, bien de oficio, bien a solicitud del
Ministro de las Telecomunicaciones, de una organización profesional, de una asociación de
usuarios aprobada o de una persona física o jurídica afectada, podrá sancionar las
infracciones que constate por parte de los explotadores de redes o prestadores de
servicios de telecomunicaciones de las disposiciones legislativas y reglamentarias
inherentes a su actividad o a las decisiones adoptadas para asegurar su puesta en
práctica. Esta facultad de sanción será ejercida en las condiciones siguientes:

1.
En caso de infracción de un explotador de red o de un prestador de servicios de una
disposición legislativa o reglamentaria inherente a su actividad o de las prescripciones
del título en virtud del cual lo ejerza, la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones le requerirá que se conforme a ellas. Podrá hacer público este
requerimiento;
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2.
Cuando un explotador de red o un prestador de servicios no se adecue en los plazos
fijados en una decisión adoptada en aplicación del artículo L36-8 o al requerimiento
previsto en el punto 1º anterior, la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones podrá pronunciar en contra suya una de las sanciones
siguientes:

a.
Bien, en función de la gravedad del incumplimiento, la suspensión total o parcial
por un mes como máximo, la reducción de la duración, con el límite de un año, o
la retirada de la autorización.

Para las autorizaciones sometidas a lo dispuesto en el apartado III del artículo
L33-1, podrá producirse la retirada sin requerimiento previo, en caso de cambio
sustancial en la composición del capital social;

b.
Bien, si el incumplimiento no constituyera una infracción penal, una sanción
pecuniaria, cuyo importe será proporcionado a la gravedad del incumplimiento y
a las ventajas que de él se deriven, sin que pueda exceder del 3% del volumen
de negocios fuera de impuestos del último ejercicio cerrado, porcentaje que
ascenderá la 5% en caso de una nueva infracción de la misma obligación. A
falta de actividad que permita determinar este límite, el importe de la sanción no
podrá exceder de un millón de francos, que ascenderá a dos millones y medio
de francos en caso de una nueva infracción de la misma obligación.

Las sanciones serán impuestas después de que el operador haya recibido
notificación de las motivaciones y se le haya solicitado que consulte el informe y
presente sus observaciones por escrito y verbalmente.

Las sanciones pecuniarias serán cobradas como los créditos [au domaine] del Estado
diferentes de los por concepto del impuesto y por dominio [“domaine”] ;

3.
La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones no podrá conocer de los
hechos que se remonten a más de tres años si no se ha efectuado ningún acto
tendente a su investigación, su constatación o su sanción;

4.
Las decisiones serán motivadas, notificadas al interesado y publicadas en el Boletín
Oficial. Podrán ser objeto de un recurso de plena jurisdicción y de una solicitud de
suspensión presentada ante el Conseil d'Etat de conformidad con el artículo L521-1
del Código contencioso administrativo la Ley de Jurisdicción Administrativa.

Un decreto determinará los plazos impuestos a los operadores para regularizar su
situación, así como los plazos en los que se producirán y serán notificadas las decisiones
adoptadas por la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones.

Artículo L36-12

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

Para el cumplimiento de los objetivos que corresponden a la Autoridad de Regulación de
las Telecomunicaciones, el presidente de la Autoridad tendrá la facultad de entablar
procedimientos judiciales.
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Artículo L36-13

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones recopilará la información y
procederá a las investigaciones necesarias para el cumplimento de sus objetivos, dentro
de los límites y las condiciones establecidos en el artículo L32-4.

Artículo L36-14

(introducido por el art. 8 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27
de julio de 1996)

La Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones elaborará cada año antes del 30
de junio un informe público que rendirá cuentas de su actividad y de la aplicación de las
disposiciones legislativas y reglamentarias relativas a las telecomunicaciones. Este informe
se dirigirá al Gobierno y al Parlamento. Se dirigirá asimismo a la Comisión Superior del
Servicio Público de Correos y Telecomunicaciones. La Autoridad podrá sugerir en el
informe toda modificación legislativa o reglamentaria que le parezca necesaria para dar
respuesta a la evolución del sector de las telecomunicaciones y al desarrollo de la
competencia.

La Autoridad y, en su caso, la Comisión Superior del Servicio Público de Correos y
Telecomunicaciones podrán ser escuchados por las comisiones permanentes del
Parlamento competentes en el sector de las telecomunicaciones. Éstas últimas podrán
consultar a la Autoridad sobre cualquier cuestión que se refiera a la regulación de las
telecomunicaciones.

La Autoridad podrá proceder a los dictámenes periciales, realizar los estudios, recopilar los
datos y llevar a cabo todas las acciones de información en el sector de las
telecomunicaciones. A tal efecto, los operadores titulares de una autorización expedida en
aplicación de los artículos L33-1, L34-1 o L34-3 estarán obligados a proporcionarle
anualmente la información estadística relativa a la utilización, la zona de cobertura y las
modalidades de acceso a su servicio.

CAPÍTULO V: Disposiciones penales ➦

Artículo L39

(Art. 7 de la Ley nº 84-939 de 23 de octubre de 1984, Boletín Oficial de 25 de octubre de
1984)

(Art. 110 de la Ley nº 86-1067 de 30 de septiembre de 1986, Boletín Oficial de 1 de octubre
de 1986)

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 de 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial de 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 322 de la Ley nº 92-1336 de 16 de diciembre de 1992, Boletín Oficial de 23 de
diciembre de 1992, en vigor desde el 1 de marzo de 1994)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 de 26 de julio de 1996, Boletín Oficial de 27 de julio de 1996)
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Será sancionado con seis meses de prisión y una multa de 500.000 francos el hecho:

1.
De establecer o de hacer que se establezca una red abierta al público sin la
autorización prevista en el artículo L33-1 o mantenerla en violación de una decisión
de suspensión o de retirada de esta autorización;

2.
Prestar o hacer que se preste al público el servicio telefónico sin la autorización
prevista en el artículo L34-1 o mantenerla en violación de una decisión de suspensión
o de retirada de esta autorización.

Artículo L39-1

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 322 de la Ley nº 92-1336 del 16 de diciembre de 1992, Boletín Oficial del 23 de
diciembre de 1992, en vigor desde el 1° de marzo de 1994)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 25 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)

Será sancionado a seis meses de prisión y una multa de 30.000 euros el hecho:

1.
De establecer o de hacer que se establezca una red independiente sin la autorización
prevista en el artículo L33-2 o mantenerla en violación de una decisión de suspensión
o de retirada de esta autorización;

2.
De perturbar un equipo o una instalación radioeléctrica utilizando una frecuencia en
condiciones no conformes con lo dispuesto en el artículo L34-9 o sin poseer la
autorización prevista en el artículo L89 o fuera de las condiciones reglamentarias
generales previstas en el artículo L33-3, las emisiones por las ondas hertzianas de un
servicio autorizado, sin perjuicio de la aplicación del artículo 78 de la Ley nº 86-1067
de 30 de septiembre de 1986 relativa a la libertad de comunicación;

3.
De utilizar una frecuencia, un equipo o una instalación radioeléctrica en condiciones
no conformes con lo dispuesto en el artículo L34-9 o sin poseer la autorización
prevista en el artículo L89 o fuera de las condiciones reglamentarias generales
previstas en el artículo L33-3.

Artículo L39-2

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 322 de la Ley nº 92-1336 del 16 de diciembre de 1992, Boletín Oficial del 23 de
diciembre de 1992 en vigor el 1° de marzo de 1994)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)
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(Art. 3 de la Orden nº 2000-916 del 19 de septiembre de 2000, Boletín Oficial del 22 de
septiembre de 2000 en vigor el 1° de enero de 2002)

Será sancionado con una multa de 150.000 euros quien infringiera lo dispuesto en el
segundo párrafo del apartado III del artículo L33-1.

Artículo L39-2-1

(introducido por el Art. 126 I 3° de la Ley nº 2003-239 del 18 de marzo de 2003, Boletín
Oficial del 19 de marzo de 2003)

Las disposiciones del segundo apartado del artículo L. 39-2 serán aplicables en Nueva
Caledonia, la Polinesia Francesa y las islas Wallis y Futuna.

El importe de la multa prevista por dichas disposiciones será igual a su contravalor en la
moneda local.

CAPÍTULO VI: Disposiciones penales ➦

Artículo L39-3

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 322 de la Ley nº 92-1336 del 16 de diciembre de 1992, Boletín Oficial del 23 de
diciembre de 1992, en vigor desde el 1° de marzo de 1994)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 29 de la Ley nº 2001-1062 del 15 de noviembre de 2001, Boletín Oficial del 16 de
noviembre de 2001)

I.
Se sancionará con un año de prisión y 75.000 euros de multa el hecho por parte de
un operador de telecomunicaciones o sus representantes:

1.
De no proceder a las operaciones con miras a eliminar o mantener en el
anonimato los datos relativos a las comunicaciones en el caso en que estas
operaciones estén establecidas por ley;

2.
De no proceder a la conservación de los datos técnicos en las condiciones
cuando está conservación venga exigida por la ley.

Las personas físicas culpables de estas infracciones estarán sujetas asimismo a la
prohibición de ejercer durante cinco años como máximo la actividad profesional con
ocasión de la cual se hubiera cometido la infracción.

II.
Las personas jurídicas podrán ser declaradas responsables penalmente, en las
condiciones previstas en el artículo 121-1 del Código Penal, por las infracciones
indicadas en el apartado I.

Las sanciones que se impondrán a las personas jurídicas serán:
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1.
Una multa según las modalidades previstas en el artículo 131-38 del Código
Penal;

2.
La sanción mencionada en el número 2º del artículo 131-9 del Código Penal por
una duración de cinco años como máximo;

3.
La sanción mencionada en el número 9º del artículo 131-9 del Código Penal.

La prohibición mencionada en el número 2º del artículo 131-9 del Código Penal
afectará a la actividad profesional en el ejercicio o con ocasión del ejercicio de la cual
se hubiera cometido.

Artículo L39-3-1

(introducido por el art. 71 de la Ley nº 2001-1062 del 15 de noviembre de 2001, Boletín
Oficial del 16 de noviembre de 2001)

Lo dispuesto en el artículo L39-3 será aplicable en Nueva Caledonia, en la Polinesia
Francesa y en las islas Wallis y Futuna.

CAPÍTULO VII: Disposiciones penales ➦

Artículo L39-4

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 322 de la Ley nº 92-1336 del 16 de diciembre de 1992, Boletín Oficial del 23 de
diciembre de 1992, en vigor desde el 1° de marzo de 1994)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

Se sancionará con tres meses de prisión y una multa de 200.000 francos o a una de las
dos sanciones solamente a quien, sin razón válida, se haya negado a suministrar la
información o los documentos o haya puesto algún obstáculo al desarrollo de las
investigaciones mencionadas en los artículos L32-4 y L40.

Artículo L39-5

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

En caso de reincidencia, las sanciones previstas en los artículos L39 a L39-4 podrán
ascender al doble.

Artículo L39-6

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
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diciembre de 1990)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

En caso de condena por una de las infracciones previstas en los artículos L39 y L39-1, el
tribunal además podrá decidir la confiscación de los materiales e instalaciones que
constituyan la red o que permitan la prestación del servicio u ordenar su destrucción,
corriendo el condenado con los gastos, y decidir la prohibición de solicitar durante un
período de dos años como máximo una autorización en aplicación de los artículos L33-1 y
L34-1.

Artículo L40

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Decisión nº 90-281 del 27 de diciembre de 1990 del Consejo Constitucional)

(Art. 1 de la Ley nº 91-648 del 11 de julio de 1991, Boletín Oficial del 13 de julio de 1991)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

(Art. 26 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial del 28 de julio de
2001)

Aparte de los oficiales y agentes de policía judicial que actúen de conformidad con lo
dispuesto en el Código de Procedimiento Penal, los funcionarios y agentes de la
Administración de las Telecomunicaciones, de la Autoridad de Regulación de las
Telecomunicaciones y de la Agencia Nacional de Frecuencias habilitados a tal efecto por el
Ministro de Telecomunicaciones y que hayan jurado sus cargos en las condiciones fijadas
en el decreto del Conseil d'Etat podrán investigar y constatar mediante informes las
infracciones previstas en las disposiciones del presente título y los textos aprobados para
su aplicación.

Los funcionarios y agentes de la Administración de las Telecomunicaciones, de la
Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones y de la Agencia Nacional de
Frecuencias a los que se refiere el párrafo anterior podrán acceder a los locales, terrenos o
medios de transporte de uso profesional utilizados por las personas a las que se refiere el
artículo L32-4, por quienes fabriquen, importen o distribuyan equipos o instalaciones a los
que se refiere el artículo L34-9 o por quienes hagan uso de las frecuencias radioeléctricas
a las que se refiere el artículo L89, con el fin de investigar y constatar las infracciones,
solicitar la comunicación de todos los documentos profesionales y llevarse una copia de los
mismos y recopilar la información y los justificativos previa petición o en el acto. Los
funcionarios y agentes de la Administración de las Telecomunicaciones y de la Agencia
Nacional de las Frecuencias solamente podrán acceder a estos locales durante sus horas
de apertura cuando estén abiertos al público y en los demás casos, entre las 8 de la
mañana y las 8 de la tarde. No podrán acceder a los locales que sirvan como parte del
domicilio de los interesados.

El Fiscal de la República será informado previamente de las operaciones previstas con el
fin de investigar las infracciones por los funcionarios y agentes de la Administración de las
Telecomunicaciones, de la Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones y de la
Agencia Nacional de Frecuencias a los que se refiere el segundo párrafo. Podrá oponerse
a estas operaciones. Las actas le serán transmitidas en el plazo de cinco días a partir de
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su establecimiento. Asimismo, se entregará una copia de los mismos al interesado.

Los funcionarios y agentes de la Administración de las Telecomunicaciones, de la
Autoridad de Regulación de las Telecomunicaciones y de la Agencia Nacional de
Frecuencias a los que se refiere el segundo párrafo podrán, en los mismos lugares y las
mismas condiciones de tiempo que los señalados en el mismo párrafo, proceder a la
incautación de los materiales a los que se refiere el artículo L34-9 previa autorización
judicial otorgada mediante disposición del presidente del Tribunal de première instance en
cuya jurisdicción estén situados los materiales o de un juez delegado por él.

La solicitud deberá incluir todos los elementos de información de forma que se justifique el
embargo. Éste se efectuará bajo la autoridad y el control del juez que la haya autorizado.

Los materiales embargados serán inventariados inmediatamente. El inventario se adjuntará
al acta elaborada in situ. Los originales del acta y del inventario serán transmitidos al juez
que haya ordenado el embargo en el plazo de cinco días siguientes a su establecimiento.

El presidente del Tribunal de première instance o el juez delegado por él podrá de oficio en
todo momento o a petición del interesado ordenar el levantamiento del embargo.

Artículo L40-1

(introducido por el art. 26 de la Orden nº 2001-670 del 25 de julio de 2001, Boletín Oficial
del 28 de julio de 2001)

Los agentes mencionados en el número 1º del artículo 215-1 del Código del Consumo
estarán facultados para investigar y constatar las infracciones a lo dispuesto en el artículo
L34-9 de la presente ley y de los textos aprobados para su aplicación. A tal efecto,
dispondrán de las facultades previstas en los capítulos II a VI del título I del Libro II del
Código del Consumo.

Artículo L43

(Art. 16 de la Ley nº 77-1468 del 30 de diciembre de 1977, Boletín Oficial del 31 de
diciembre de 1977, en vigor desde el 1° de enero de 1978)

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 322 y 329 de la Ley nº 92-1336 del 16 de diciembre de 1992, Boletín Oficial del 23 de
diciembre de 1992, en vigor desde el 1° de marzo de 1994)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

Toda persona que transmita o ponga en circulación intencionadamente por vía
radioeléctrica señales o llamadas de socorro falsas o engañosas será sancionado con un
año de prisión y 25.000 francos de multa o a una de estas dos sanciones solamente.

Los aparatos utilizados por el infractor o sus cómplices podrán ser confiscados.

Artículo L44
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(Art. 41 de la Ley nº 90-568 del 2 de julio de 1990, Boletín Oficial del 8 de julio de 1990, en
vigor desde el 1° de enero de 1991)

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 322 de la Ley nº 92-1336 del 16 de diciembre de 1992, Boletín Oficial del 23 de
diciembre de 1992, en vigor desde el 1° de marzo de 1994)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

Toda persona que efectúe transmisiones radioeléctricas utilizando intencionadamente un
indicativo de llamada de la serie internacional atribuida a una estación del Estado, a una
estación del explotador público o a una estación privada autorizada por el Ministro de
Correos y Telecomunicaciones será sancionada con un año de prisión.

Artículo L45

(Art. 1 y 9 de la Ley nº 90-1170 del 29 de diciembre de 1990, Boletín Oficial del 30 de
diciembre de 1990)

(Art. 9 de la Ley nº 96-659 del 26 de julio de 1996, Boletín Oficial del 27 de julio de 1996)

En caso de condena por diferentes delitos o infracciones previstos en los artículos L39,
L39-1, L42 y L44, en el título IV o en el Código Penal, se acordará solamente la pena más
grave.
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